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El Código General del Proceso contempla en su régimen de nulidades unas causales 
explícitas que conservan el principio de taxatividad relacionado con el postulado del debido 
proceso al materializar el control de legalidad en los procesos judiciales; así mismo, se evidencia 
que las nulidades procesales actuales son la conservación de las nulidades procesales 
establecidas en la anterior legislación procesal, con inclusión de novedades como el cambio de 
las consecuencias de nulidad por falta de jurisdicción y competencia por los factores subjetivo 
y funcional para garantizar el acceso a la administración de justicia. Dichas nulidades procesales 
se rigen por el precepto pas de nullité sans texte, que significa que no hay defecto capaz de 
estructurar nulidad sin ley que expresamente establezca. 
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ABSTRACT 
      
The General Process Law contemplates in its nullity regime an explicit causals that preserve the 
taxation principle relating with the due process postulate to materialize the legality control in 
judicial proceedings; likewise, it is evident that the current procedural nullities are the same 
procedural nullities established in the previous procedural legislation, including novelties such 
as the  change of consequences of  lack jurisdiction nullity and competence for the subjective 
and functional factors to guarantee access to the justice administration. Those procedural 
nullities are governed by the precept “pas de nullité sans texte”, which means “there isn’t defect 











Las nulidades procesales establecidas en la ley, siempre ha generado enormes 
inquietudes en relación con la aplicabilidad que del mismo se pregona en cualquier 
ordenamiento jurídico, de ahí que resulta necesario justificar si el consagrar causales en el 
ordenamiento procesal, es un beneficio o un obstáculo para el desarrollo de los procesos 
judiciales.  
 
Para el efecto, se debe hacer referencia a las fuentes del derecho en Colombia que han 
hecho referencia a las nulidades procesales, precisando desde las mismas, el manejo y desarrollo 
histórico que se les ha dado desde la judicatura, es decir, se planteará el análisis de lo que se ha 
desarrollado desde 1970, fecha en la cual se promulgó el Decreto 1400 de 1970 – Código de 
Procedimiento Civil-. 
 
Se desarrolla desde la perspectiva de la taxatividad la actividad judicial en cuanto a la 
aplicación de las nulidades procesales en los procesos judiciales, y tras la misma, la relación que 
se deriva con el respecto y aplicación del debido proceso a cada uno de los procesos judiciales, 
para concluir con las nulidades procesales establecidas en el Decreto 1400 de 1970.  
 
De igual forma y dada la injerencia indiscutible de la variación de la justicia con la 
expedición de la nueva norma procesal en el año 2012, se dispondrá analizar de manera 
comparativa las causales de nulidad consagradas desde 1970 con las establecidas y modificadas 
en el siglo XXI, identificando el alcance que se ha venido dando con el cambio legal y 
jurisprudencial que hoy por hoy permite conservar los actos procesales aun declarando  
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nulidades, situaciones que eran consideradas inverosímiles, en aras de evitar fallos inhibitorios 
e incluso propender por erradicar de la actividad litigiosa la rigurosidad procesal para darle paso 
a la primacía sustancial, variaciones que tienen asidero jurisprudencialmente entre otras en la 
sentencia C- 537 de 2016.  
 
En razón a lo anterior, podría decirse que las nulidades descritas en la nueva legislación 
procesal limitan los eventos de su ocurrencia escapando a circunstancias que podrían conllevar 
una vulneración del debido proceso sin poderse alegar debido a la ausencia de consagración en 
la norma procesal, por lo que podría verse afectado gravemente el proceso y el derechos 
sustancial en disputa, conllevando a que surja el interrogante de si ¿Contraviene el principio de 
taxatividad contemplado en el artículo 133 del CGP, el derecho fundamental al debido proceso 
consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política?; el cual será absuelto con el contenido 
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 En el estudio de las nulidades procesales se observa que prima el principio de la 
literalidad de la norma procesal en el presente caso se abordará el principio de la taxatividad 
continuando con el análisis del principio del debido proceso relacionado con el primero para 
posteriormente identificar las semejanzas y diferencias de la norma procesal de las nulidades en 
el Decreto 1400 de 1970 y la Ley 1564 de 2012 con la finalidad de determinar si la taxatividad 
contraviene el principio del debido proceso relacionado con la materialización de las nulidades 
procesales. 
 
Principio de taxatividad 
 
La taxatividad es una de las dimensiones imprescindibles del principio de legalidad, en 
razón a que toda actuación, para el presente caso procesal, no sólo debe justificarse en leyes 
expresamente formuladas, sino que estas normas tienen que indicar con precisión cuáles son los 
casos en los que el operador judicial puede considerar que se encuentra frente a una posible 
nulidad del procedimiento; sin embargo, las dificultades para implementar esta dimensión del 
principio de legalidad comienzan con la limitada precisión del lenguaje, lo anterior en razón a 
que la indeterminación de los conceptos del lenguaje ordinario, el legislador no puede lograr 
una absoluta precisión en la formulación de las leyes procesales.  
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En general la doctrina y la jurisprudencia señalan que la taxatividad es “imprescindible 
para una apropiada reconstrucción del ideal de Estado Social de Derecho ya que se conecta de 
manera directa con las expectativas de certeza jurídica e imparcialidad en la aplicación de la ley 
procesal” (Navarro & Manrique, 2005). 
 
En razón a lo anterior, se puede decir que al promulgar el legislador leyes precisas  
pretende asegurar que los administrados puedan prever las consecuencias normativas, de otra 
parte, Rawls ha subrayado las consecuencias de las leyes imprecisas de la siguiente manera: 
“Una ley indeterminada o imprecisa y por ello poco clara no puede proteger al ciudadano de la 
arbitrariedad, porque no implica una autolimitación del ius puniendi estatal a la que se pueda 
recurrir; además es contraria al principio de división de poderes, porque le permite al juez hacer 
cualquier interpretación que quiera e invadir con ello el terreno del legislativo; no puede 
desplegar eficacia preventivo-general, porque el individuo no puede reconocer lo que se le 
quiere prohibir.” (Rawls, 1999) 
 
 En la doctrina actual se pueden encontrar numerosas interpretaciones de la exigencia de 
taxatividad, al intentar dar una luz al significado que se le asignan a las palabras empleadas por 
el legislador, es decir, desentrañar el espíritu de la ley. Es así, como el principio de taxatividad 
requiere que el legislador consagre de manera expresa en el ordenamiento jurídico las 
orientaciones que serán el derrotero a seguir en los procesos judiciales.  
 
En relación con las nulidades procesales establecidas en el Código General del Proceso, 
en relación con el principio de taxatividad (especificidad), las normas colombianas siguen lo 
consagrado en la legislación francesa, en virtud del precepto pas de nullité sans texte, que 
11 
 
significa que no hay defecto capaz de estructurar nulidad sin ley que expresamente establezca, 
al respecto precisó la Corte Suprema de Justicia en Sentencia SC-2802018:  
 
“Especificidad: Alude a la necesidad de que los hechos alegados se subsuman 
dentro de alguna de las causales de nulidad taxativamente señaladas en las normas 
procesales o en la Constitución Política, sin que se admitan motivos adicionales.” 
(Sentencia SC-2802018, 2018) 
 
Es así como, la Corte Suprema de Justicia en la sentencia referenciada señaló que 
los vicios que se pueden generar en un proceso constitutivos de nulidades deben estar 
expresamente señalados en la norma y que esa consagración que actualmente se encuentra 
en el Código General del Proceso sigue los mismos lineamientos de lo consagrado en el 
artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, es por ello, que el operador jurídico no 
tiene la facultad de interpretar casos en los cuales se presente una posible nulidad 
atendiendo a argumentos como la analogía u otro tipo de defecto adjetivo. 
 
La anterior consideración fue fundamentada por la Corte Suprema de Justicia 
(Sentencia SC-0042019, 2019) cuando aduce que solo es viable la impugnación por esta 
vía de nulidad cuando se ha configurado alguno de los taxativos supuestos de invalidación 
procesal previstos por el ordenamiento jurídico, circunstancia que a su vez descarta la 




Así las cosas, la exigencia de taxatividad es tradicionalmente entendida como la 
obligación de formular normas precisas; por ello, para vislumbrar el contenido conceptual de 
esta exigencia, es necesario tener claro la noción de precisión. 
 
 En el lenguaje ordinario la expresión precisión de un concepto tiene diferentes sentidos, 
en razón a que en ocasiones se dice que un concepto es preciso cuando se han establecido 
expresamente sus criterios de uso, y ellos ofrecen una guía explícita para controlar si su 
aplicación es correcta o incorrecta. Por otra parte, también señalamos que un concepto es preciso 
cuando su aplicación no produce casos marginales o de penumbra, casos en los que tenemos 
dificultades y desacuerdos para aplicar la expresión en cuestión (Copi, 1995); por ello, la 
precisión se asocia a reglas de los significados asociadas a las definiciones que suministran un 
criterio para evaluar la correcta aplicación de una palabra.  
 
Vale la pena mencionar que aplicando la teoría en la cual, la taxatividad se asocia a las 
definiciones de los términos o circunstancias fácticas consagradas en las normas para determinar 
la ocurrencia de un posible yerro jurídico que conlleve a una nulidad, el Consejo de Estado ha 
manifestado que “…en atención al principio de taxatividad que rige en materia de nulidades, es 
claro que la situación advertida no halla consagración legal expresa. Es claro, entonces, que la 
ausencia del expediente administrativo solicitado por la actora no implicó vulneración alguna 
del artículo 29 de la C.P., en la medida en que ello no trascendió a la afectación del derecho 
fundamental al debido proceso…” (Sentencia, 2015) 
 
Por lo anterior, se puede considerar que tanto la Corte Suprema de Justicia como el 
Consejo de Estado han considerado que el principio de la taxatividad es intrínseco a la 
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consagración y aplicación de las nulidades procesales consagradas en la norma procesal general 
al punto de considerar que al no estar consagrada en dicha norma un posible yerro jurídico no 
se puede considerar que se ocasione una nulidad extra legem porque no implicaría una 
afectación al debido proceso, en el sentido que ésta norma constitucional prevé que los 
administrados sólo pueden ser juzgado conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, 
es decir, establece una interpretación exegética4 de las normas procesales en materia de 
nulidades.  
 
Principio del debido proceso respecto al principio de taxatividad 
 
Desde la materialización del Estado Social de Derecho a través de la promulgación de la 
Constitución Política de 1991, el debido proceso se ha instituido  como un derecho fundamental 
del que gozan todas las personas, y en este sentido todas las actuaciones judiciales y 
administrativas, deben regirse por un procedimiento establecido, previendo una serie de 
garantías constitucionales que propenden por una real y efectiva administración de justicia, entre 
las que se encuentra el derecho de defensa, contradicción, derecho a ser escuchado, entre otros; 
de igual forma el debido proceso en caso de llegar a ser vulnerado por las autoridades, goza de 
una protección especial establecida en la misma carta política como es la acción de tutela. 
 
Al respecto, el profesor Jaime Alfonso Cubides Cárdenas da a entender que el garantizar 
el derecho al debido proceso es un hecho intrínseco del fenómeno de la constitucionalización 
                                                          
4   Es la que se hace conforme a la letra de la ley, al sentido exacto y propio y no al amplio o figurado de las palabras 
por él empleadas; esta forma de interpretar se utiliza cuando las palabras tienen un solo significado, el cual es 
precisado oficialmente en el diccionario de la lengua en que está redactado. Pero también puede ser que le 
corresponda un significado desde el punto del lenguaje técnico jurídico de tal manera que el intérprete al hacer una 
interpretación gramatical debe atenerse a las reglas del lenguaje y a las reglas gramaticales y etimológicas. 
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“(…) como un proceso por el cual un Estado o diferentes Estados buscan regirse por un 
Constitución con los elementos inescindibles dados por la Declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano de 1789 (…) tiene diferentes formas de presentación o de efectos, una 
es la irradiación de los principios constitucionales en todo el ordenamiento jurídico y la otra “es 
la renovación epistemológica en la visualización y concepción del sistema jurídico, debido a 
que se evoluciona de sistema legalista a uno constitucionalista” (Cubides Cárdenas, 2012).  
 
Es entonces entendido el debido proceso como un derecho fundamental complejo de 
carácter instrumental que continente garantías de las personas, y constituido en la mayor 
expresión del derecho procesal, por ello, se trata de una institución integrada a la Constitución 
y que posibilita la adhesión de unos sujetos que buscan una tutela clara de sus derechos (Hoyos, 
2004), por ende, al ser un derecho fundamental se integra generalmente a las partes dogmáticas 
de las Constituciones escritas reconocido como un derecho de primera generación en cuanto 
hace parte del grupo de derechos denominados como individuales, civiles y políticos, 
considerados como los derechos fundamentales por excelencia, en razón a que se establece como 
un derecho del ser humano incluido en norma positiva constitucional, es decir, se considera el 
derecho al debido proceso como un derecho humano; al respecto el profesor colombiano Tulio 
Elí Chinchilla Herrera sostiene: “en la teoría jurídica contemporánea se tiende a un primer 
consenso lingüístico al respecto: Se ha concertado llamar derechos fundamentales a los derechos 
humanos que han adquirido la positivación necesaria en el ordenamiento jurídico nacional, 
preferentemente en el orden constitucional, y que, por lo tanto, logran un alto grado de certeza 
y posibilidad garante efectiva (...) Son derechos constitucionalizados mediante la técnica 
especial de reconocimiento, definición y protección (...) Ha venido a ser el primer requisito de 
fundamentalidad, la constitucionalización; es decir, su inclusión explícita en norma de rango 
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fundamental o la posibilidad de fundamentarlo en un enunciado perteneciente a la norma 
fundamental”. Como segundo requisito a tener en cuenta considera el de las garantías 
reforzadas: “(...) en rigor constitucional, sólo puede hablarse de derechos fundamentales –como 
categoría especial de derechos– en aquellos ordenamientos en los cuáles cierto grupo 
privilegiado de derechos constitucionalmente reconocidos recibe un tratamiento garante 
cualificado (“tutela reforzada” dicen los juristas españoles) frente a intentos de violación, 
desconocimiento, desdibujamiento reglamentario o reforma restrictiva, todo ello en razón de 
que tal grupo privilegiado de derechos es asumido como concreción de los postulados ético 
superiores y fundamento del orden sociopolítico justo y pacífico”. (Chinchilla Herrera, 1999)  
        
La Corte Constitucional ha definido el principio del debido proceso como desarrollo del 
principio de legalidad, pues representa un límite al ejercicio del poder público, y en particular, 
al ejercicio del ius puniendi del Estado como “…el conjunto de garantías previstas en el 
ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una 
actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se 
logre la aplicación correcta de la justicia…” (Sentencia C-341, 2014) 
 
La Corte Suprema de Justicia ha considerado respecto del debido proceso que:  
“El instrumento conceptual y normativo que permite proteger y hacer efectivos los 
derechos y garantías fundamentales en los procedimientos judiciales es el debido 
proceso, cuya estructura compleja se compone de un conjunto de reglas y principios 
que, articulados, garantizan que la acción punitiva del Estado no resulte arbitraria.  
Esta limitación para el Estado y garantía para la persona, se establece en el artículo 29 
Constitucional que dispone, “El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 
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judiciales y administrativas”. La fórmula empleada por la Asamblea Nacional 
Constituyente de 1991 condensa diferentes aspectos:  
(i) el debido proceso se aplica a las actuaciones judiciales y administrativas;  
(ii) su contenido implica garantías tales como el principio de legalidad, el derecho a 
ser juzgado por un juez o tribunal competente, la plenitud de las formas del juicio, el 
derecho a la favorabilidad penal, la presunción de inocencia, el derecho a la defensa, 
el derecho a un debido proceso sin dilaciones, el derecho a presentar pruebas y 
controvertir las que se alleguen en su contra, el derecho a la impugnación, la garantía 
de la cosa juzgada y;  
(iii) tematiza la prueba ilícita.  
(…)  
(…) estas garantías mínimas son una obligación para todas las ramas que integran el 
poder público, que según lo dispuesto en el artículo 113 constitucional, son la 
legislativa, la ejecutiva, y la judicial, sin perjuicio de que existan otros órganos 
autónomos e independientes para el cumplimiento de las demás funciones del Estado.” 
(Auto Interlocutorio, 2017) 
 
La misma alta Corte precisó que entre el debido proceso y las nulidades procesales existe 
una intrínseca relación en el sentido de que la existencia de ésta últimas tiene como finalidad 
ejercer un control para validar las actuaciones procesales dentro de un trámite judicial e incluso 
menciona que las nulidades procesales deber cumplir con ciertos aspectos dentro de los cuales 
se encuentra la taxatividad, es decir, da a entender que existe una dualidad coherente entre 




“Ahora bien, para asegurar la vigencia y eficacia del debido proceso y de las garantías 
fundamentales, el legislador previó la institución jurídica de las nulidades procesales, 
que sanciona las irregularidades presentadas en el marco del proceso, y que, 
atendiendo a su gravedad, obliga a que de manera excepcional se invaliden las 
actuaciones afectadas. Así, su declaración opera como un control constitucional y legal 
que garantiza la validez de la actuación procesal y asegura a las partes el derecho 
fundamental al debido proceso. 
(…) 
También reglamenta la oportunidad para proponerlas, los aspectos formales que debe 
cumplir la solicitud, y los principios que las rigen, entre ellos los de taxatividad, 
acreditación, protección, convalidación, instrumentalidad, trascendencia y 
residualidad, con los que se busca limitar la tendencia a invalidar el trámite procesal 
por la sola existencia de la irregularidad.  
Estos principios han sido definidos por la jurisprudencia de esta Sala, de la siguiente 
manera: Taxatividad: significa que solo es posible solicitar la nulidad por los motivos 
expresamente previstos en la ley. Acreditación: que quien la alega debe especificar la 
causal que invoca y señalar los fundamentos de hecho y de derecho en los que se apoya. 
Protección: la nulidad no puede ser invocada por quien ha coadyuvado con su conducta 
a la ejecución del acto irregular. Convalidación: la nulidad puede enmendarse por el 
consentimiento expreso o tácito del sujeto perjudicado. Instrumentalidad: la nulidad 
no procede cuando el acto irregular ha cumplido la finalidad para la cual estaba 
destinado. Trascendencia: quien la alegue debe demostrar que afectó una garantía 
fundamental o desconoció las bases fundamentales de la instrucción o el juzgamiento. 
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Residualidad: solo procede cuando no existe otro medio procesal para subsanar el acto 
irregular.” (Auto Interlocutorio, 2017) 
 
Las Nulidades Procesales desde el Decreto 1400 de 1970 y la Ley 1564 de 2012  
 
 En vigencia del Decreto 1400 de 1970 – Código de Procedimiento Civil- el legislador 
consagró la existencia de las nulidades procesales en el artículo 140 y a partir del año 2012 las 
consagró en el artículo 133 de la Ley 1564 de la vigencia mencionada.  
 
Al realizar un comparativo de ambas normas procesales que consagran las nulidades que 
pueden ser alegadas en un proceso judicial, se establece que se han mantenido varios aspectos 
incólumes como el postulado inicial que actualmente se encuentra vigente en el Código General 
del Proceso y en relación con la enumeración taxativa de las causales de nulidad se advierte que 
en el Código General del Proceso no variaron: a) Cuando el juez procede contra providencia 
ejecutoriada del superior, revive un proceso legalmente concluido o pretermite íntegramente la 
respectiva instancia (causal 3 CPC ahora causal 2 CGP), b) Cuando se adelanta después de 
ocurrida cualquiera de las causales legales de interrupción o de suspensión, o si en estos casos 
se reanuda antes de la oportunidad debida (causal 5 CPC ahora causal 3 CGP), c) Cuando es 
indebida la representación de las partes. Tratándose de apoderados judiciales esta causal sólo se 
configurará por carencia total de poder para el respectivo proceso (causal 7 CPC ahora causal 4 
CGP), d) Cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o practicar pruebas, o 
cuando se omite la práctica de una prueba que de acuerdo con la ley sea obligatoria y e) Cuando 
se omita la oportunidad para alegar de conclusión o para sustentar un recurso o descorrer su 
traslado. (causal 6 CPC ahora causales 5 y 6 CGP). 
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Sin embargo en la causal establecida en el numeral 6 del artículo 133 de la actual norma 
procesal, el legislador incluyó una novedad en el sentido de que se presentan nulidades cuando 
no se da la oportunidad para sustentar o descorrer un recurso, es decir, se le da importancia a la 
garantía de controvertir decisiones judiciales, en aras de proteger aún más el debido proceso 
reafirmando la garantía de contradicción; f) Cuando no se practica en legal forma la notificación 
del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás 
personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que 
deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita 
en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con 
la ley debió ser citado. Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar 
una providencia distinta del auto admisorio de la demanda o del mandamiento de pago, el 
defecto se corregirá practicando la notificación omitida, pero será nula la actuación posterior 
que dependa de dicha providencia, salvo que se haya saneado en la forma establecida en este 
código. (causales 8 y 9 CPC ahora causal 8 CGP), en esta última causal vigente se inescindieron 
las dos de la norma procesal derogada, pues se consideró no separar cada una de las partes o 
posibles intervinientes dentro de un proceso estableciendo causales separadas para los unos y 
otros, así mismo se consideró que sólo se podrían subsanar de las formas establecidas en el 
código general del proceso como son: “…1) Cuando la parte que podía alegarla no lo hizo 
oportunamente o actuó sin proponerla, 2) Cuando la parte que podía alegarla la convalidó en 
forma expresa antes de haber sido renovada la actuación anulada, 3) Cuando se origine en la 
interrupción o suspensión del proceso y no se alegue dentro de los cinco (5) días siguientes a la 
fecha en que haya cesado la causa, 4) Cuando a pesar del vicio el acto procesal cumplió su 
finalidad y no se violó el derecho de defensa…” (Código General del Proceso, 2018), y no por 
el sólo hecho de no alegarla.  
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Novedades en la legislación procesal vigente respecto de las nulidades 
 
Ahora bien, respecto de las causales establecidas en el Decreto 1400 de 1970 se 
evidencia que el legislador derogó las siguientes causales: 1. Cuando corresponda a distinta 
jurisdicción, 2. Cuando el juez carece de competencia, 4. Cuando la demanda se tramite por 
proceso diferente al que corresponde. 
 
En lugar de permanecer éstas causales el legislador optó por instituir que la nulidad 
respecto de la jurisdicción y la competencia se configuraría cuando el juez actuara en el proceso 
después de declarar la falta de jurisdicción o de competencia (causal 1 CGP); ello en razón a 
que ya no se establece que hay nulidad procesal cuando un proceso judicial se tramite en 
jurisdicción distinta o cuando ya transcurridas algunas etapas procesales se determine que 
carecía de competencia, sino que en lugar de ello cambió los efectos o consecuencias de éstas 
circunstancias en el sentido de que al decretar el operador judicial una falta de jurisdicción, o  
falta de competencia por el factor funcional o subjetivo, lo actuado conservará su validez y el 
proceso se enviará de inmediato al juez competente, para que se continúe su trámite, sin 
embargo, en caso de que el decreto de falta de jurisdicción o competencia se genere cuando ya 
se hubiese proferido sentencia, ésta se invalidará pero conservará plena validez el resto de las 
etapas.  
 
Teniendo en cuenta, lo considerado por el legislador en el nuevo ordenamiento procesal, 
se evidencia que propendió porque el acceso a la administración de justicia no fuese considerado 
simplemente como un ingreso sino que se entienda como la acción de llegar a una justicia que 
tenga calidad y se concrete en una sentencia justa y pronta (Instituto Colombiano de Derecho 
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Procesal, 2012), así mismo, con la modificación de los efectos de la declaratoria de nulidad 
consagrada en el numeral 1 del artículo 133 en concordancia con lo establecido en el artículo 
138 del CGP, se materializa el principio de economía procesal, pues las actuaciones judiciales 
desarrolladas aún en otra jurisdicción o en otro despacho sin competencia mantienen su validez.  
 
Ahora bien, respecto de la causal consagrada en el numeral  7  del artículo 133 del estatuto 
procesal vigente, la cual contempla que ‘‘cuando la sentencia se profiera por un juez distinto del 
que escucho los alegatos de conclusión o la sustentación del recurso de apelación’’, el legislador 
pretende en palabras del tratadista Rojas Gómez, es que con base en los principios de 
inmediación y concentración, ‘‘el juez que pronuncie la sentencia sea el mismo que ha oído los 
alegatos de conclusión o la sustentación del recurso de apelación, según el caso. Y para 
asegurarse ese propósito contempla como causal de nulidad de la sentencia el hecho de que sea 
pronunciada por un juez distinto del que escucho los alegatos de conclusión o la sustentación de 
la apelación’’. (López Blanco, 2018) 
 
Finalmente, al concluir la consagración de las nulidades procesales se tiene que en el 
parágrafo del artículo 133 del CGP, el legislador no limitó a que los procesos no se puedan 
subsanar o no se pueda alegar por no estar enlistadas en los numerales del 1 al 8, sino que 
consagró que ‘‘las demás irregularidades del proceso se tienen por subsanadas si no se impugnan 
oportunamente por los mecanismos que establece el código’’, es por ello que ésta consagración 
permite que el operador judicial haga un control constante de legalidad de las actuaciones 
procesales y en el mismo sentido las partes puedan alegar las demás irregularidades a través de 
todos los mecanismos que prevé el Código General del Proceso, propendiendo por el ejercicio 
del debido proceso.  
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Al respecto de este parágrafo el tratadista Alfonso Rivera en su libro Derecho Procesal 
Civil, dice que la regla señalada se explica porque no toda irregularidad dentro del tramite 
procesal redunda en nulidad de lo actuado, y precisa que: ‘‘La nulidad no puede convertirse en 
el máximo remedio procesal como un fin en si mismo, sino que debe ser utilizado como una 
garantía que asegure el apego a la ley, por lo tanto, no toda irregularidad debe significar 
necesariamente su declaratoria, porque para ello es indispensable verificar la existencia de los 
presupuestos enunciados. 
 
Resulta, pues, no menos que oficioso retrotraer la actuación a causa de irregularidades que 
no tienen la virtualidad de invalidar el acto procesal subsiguiente y que por lo tanto no riñen con 
la estructura lógica del proceso, en cambio sí conduciría a la interminable cadena de tramites 
puramente formales en detrimento de las partes que intervienen activamente en su desarrollo’’. 
(Rivera Martínez, 2013) 
 
El principio de taxatividad en las nulidades procesales en relación con el debido proceso 
 
El artículo 29 de la Constitución Política, consagra que ‘‘Nadie podrá ser juzgado sino 
conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 
observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio’’; al dársele una interpretación 
sesgada a esta garantía constitucional, se podría decir que cuestiona la constitucionalidad del 
artículo 133 del CGP en razón a que de forma taxativa regula los supuestos bajo los cuales el 
proceso judicial es nulo en todo o en parte, sin embargo, esto no es cierto, en razón a que el 
parágrafo del artículo demarras permite que se alegue otro tipo de nulidad que se cause en el 
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proceso, cuando éste se adelante sin la observancia de las normas propias que señala la ley para 
el trámite de este a través de los mecanismos consagrados en la norma procesal general.  
 
En vigencia del Decreto 1400 de 1970, la regulación de las nulidades procesales se 
encontraba limitada y consagrada bajo unas causales únicas, lo cual no permitía que en el 
ejercicio se alegaran diferentes tipos de nulidad con fundamento en lo preceptuado en el artículo 
29 de la Constitución Política, sin embargo, la forma en que se utilizaban en la práctica era 
disímil a su finalidad, en razón a que fueron usados en el litigio como herramientas dilatorias y 
entorpecedoras del trámite de los procesos.  
 
Sin embargo, con la nueva reglamentación, algunos supuestos de la anterior legislación se 
mantuvieron como nulidades, tal y como se explicó anteriormente, y otros aspectos como las 
consecuencias de ciertas nulidades variaron, pues la nulidad de falta de jurisdicción y de 
competencia por el factor funcional, ahora bajo el Código General del Proceso determina que 
los actos procesales previos a la sentencia conservarán su validez y solamente se considera que 
será nula la actuación posterior al decreto de la nulidad o sentencia, según el caso, lo cual 
propende por la prevalencia del derecho sustancial sobre el material, tal y como lo ha 
manifestado la Corte Constitucional:  
 
“…Medidas no vulneran el derecho al juez natural sino que hacen efectivo el acceso 
a la justicia y a la tutela judicial efectiva, dando prevalencia al derecho sustancial 
sobre el procesal y concretizando los principios de celeridad y economía…” 




 Tal y como se ha venido exponiendo, se tiene como principio general del derecho la 
prevalencia del derecho sustancial sobre el derecho procesal, es decir que, si bien se crea un 
procedimiento para salvaguardar su cumplimiento, siempre deberán prevalecer los derechos 
sustanciales por encima de las formas del proceso, aunado a ello, enmarcar este principio de 
supremacía sustancial en la Constitución política es necesario, en razón a que no debe ir en 
contravía de la norma de normas, dado que constituiría una violación al debido proceso dentro 
de los parámetros establecidos en el Artículo 29 de la Constitución Política, en razón a que las 
nulidades procesales enmarcadas en el Código General del Proceso se transforman en una 
modalidad para poner en la práctica el principio de supremacía de la sustancia sobre la forma, 
puesto que al evidenciar una situación que se enmarque en las nulidades enumeradas en el 
artículo 133 del CGP, se garantiza en un proceso judicial una debida administración de la 
justicia, e incluso en el parágrafo del referenciado artículo se permite que cualquier otra 
irregularidad procesal evidenciada se puede alegar a través de los mecanismos que ha 
establecido el Código demarras.  
 
Vale mencionar que la enunciación taxativa de las nulidades procesales en la Ley 1564 de 
2012 no es una novedad, sino que ha sido una constante del sistema procesal civil colombiano, 
tal y como lo aduce Hernán Fabio López Blanco al mencionar “que ellas no pueden existir sin 
que previamente el hecho se encuentre tipificado en una norma, y que para que sea efectiva se 
requiere que el juez la declare expresamente, características que son pilares del sistema de 




Ahora bien, al respecto ha dicho la Corte Constitucional que la taxatividad del artículo 
140 del C. de P.C hoy artículo 133 del CGP, no se opone a la norma del artículo 29 de la 
Constitución, por las siguientes razones:  
‘‘…La constitución en el artículo 29 señala los fundamentos básicos que rigen el 
debido proceso; pero corresponde al legislador dentro de su facultad de 
discrecionalidad, aunque con arreglo a criterios objetivos, razonables y racionales, 
desarrollar a través de las correspondientes formulas normativas las formas o actos 
procesales que deben ser cumplidos para asegurar su vigencia y respeto. En tal virtud, 
la regulación del régimen de nulidades, es un asunto que atañe en principio al 
legislador, el cual puede señalar, con arreglo a dichos criterios y obedeciendo al 
principio de la proporcionalidad normativa, las causales o motivos que generen 
nulidad, a efecto de garantizar la regularidad de las actuaciones procesales y 
consecuentemente el debido proceso.  
Conforme a lo anterior no corresponde, en principio, al constituyente señalar las 
causales de nulidad en los procesos, la aludida nulidad constitucional que consagra el 
artículo 29 constituye una excepción a dicha regla.  
Es el legislador como se advirtió antes, es quien tiene la facultad para determinar los 
casos en los cuales un acto procesal es nulo por carencia de los requisitos formales y 
sustanciales requeridos para su formación o constitución. Por consiguiente, es válido, 
siempre que se respete la Constitución, el señalamiento taxativo de las nulidades por 
el Legislador...” (Sentencia C-491, 1995) 
 
Así mismo, en un pronunciamiento más reciente, en el cual la Corte Constitucional estudio 
la constitucionalidad del artículo 133 del CGP, declaró que en desarrollo de la competencia 
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normativa que le asiste a el legislador, la norma en mención se ajustaba a la constitución, en 
dicho pronunciamiento dispuso la alta Corporación:     
“…Ahora bien, la garantía del respeto de las formas propias de cada juicio no podría 
determinar que cualquier irregularidad procesal conduzca necesariamente a la nulidad 
de lo actuado, lo que contrariaría el carácter instrumental de las formas procesales, 
cuyo fundamento constitucional se encuentra en el deber de dar prevalencia al derecho 
sustancial sobre el procesal (artículo 228 de la Constitución Política). Este deber de 
prevalencia sustancial, acompañado del derecho al juez natural, son instrumentos del 
derecho fundamental de acceso a la justicia. Es entonces al legislador a quien le 
compete, en desarrollo del artículo 29 de la Constitución Política, determinar "las 
formas propias de cada juicio" y, en desarrollo de esta función, determinar las 
irregularidades que generan nulidad para garantizar la vigencia de las garantías del 
debido proceso. Es sólo por excepción que la Constitución Política toma directamente 
una decisión en la materia, cuando el inciso final del artículo 29 dispone que: "Es nula, 
de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso". En este 
sentido, esta Corte ha reconocido que "corresponde al legislador dentro de su facultad 
discrecional, aunque con arreglo a criterios objetivos, razonables y racionales, 
desarrollar a través de las correspondientes fórmulas normativas las formas o actos 
procesales que deben ser cumplidos para asegurar su vigencia y respeto. En tal virtud, 
la regulación del régimen de las nulidades, es un asunto que atañe en principio al 
legislador, el cual puede señalar, con arreglo a dichos criterios y obedeciendo al 
principio de la proporcionalidad normativa, las causales o motivos que generan 
nulidad, a efecto de garantizar la regularidad de las actuaciones procesales y 
consecuentemente el debido proceso…” (Sentencia C- 537, 2016) 
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En consecuencia, el principio de taxatividad contemplado en el artículo 133 del CGP, no  
contraviene la garantía constitucional contemplada en el artículo 29 de la Constitución Política, 
e incluso la norma cuestionada según el pronunciamiento de la Corte Constitucional, se ajusta a 
la constitución, pues es el legislador con fundamento en su función reglamentaria a quien le 
compete la regulación del régimen de las nulidades, bajo el principio de proporcionalidad 
normativa y el deber de prevalencia del derecho sustancial sobre el derecho procesal.  Por lo 
tanto, los casos previstos  como causales de nulidad en el artículo 133 del CGP se pueden alegar 
como vicios que invalidarán la actuación cuando el juez así lo declare y las demás 
irregularidades dentro del proceso se deberán impugnar por los mecanismos que el código 
establece, como en el caso de la nulidad consagrada en el artículo 121 ibidem, la cual se 
materializa con la alegación que realice alguna de las partes vinculadas al proceso antes de que 
se profiera sentencia de primera o segunda instancia, pues de lo contrario se sanea la nulidad 
cuando se ha dictado sentencia en aplicación al principio de supremacía de lo sustancial sobre 
la forma. (Sentencia T- 341, 2018) 
 
 En este sentido lo corroboró la Universidad de Caldas (Jimenez, Gutierrez, & Mejía , 
2016), en su intervención en la Sentencia C- 537 de 2016:  
“Fundamentan el carácter taxativo de las causales de nulidad en la búsqueda de 
seguridad jurídica, al excluir el subjetivismo del juez y permitir que este instrumento 
sea utilizado como medio de dilación del proceso. Explican que de acuerdo con el 
Código, la falta de competencia por factores distintos al subjetivo o al funcional, por 
ejemplo, por el factor territorial, será subsanable, es decir, que la competencia será 
prorrogable. Consideran que, por el contrario, la nulidad generada por falta de 
jurisdicción o competencia por el factor subjetivo o funcional genera una nulidad 
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insaneable que, por consiguiente, puede ser alegada en cualquier momento, incluso en 
la segunda instancia y debe ser reconocida, de oficio, por el juez, en ejercicio de su 
deber de control permanente de legalidad. En su concepto, si se obligara a rehacer 
todo lo actuado por el juez incompetente, se afectarían el principio de economía 
procesal, celeridad y el derecho de acceso a la justicia, que son obligatorios 
constitucionalmente. En su sentir, la opción tomada por el CGP resulta de una 
ponderación entre estos postulados y el derecho al debido proceso. Además, sostienen 
que conservar la validez de lo actuado antes de la sentencia se justifica en el hecho de 
que todos los jueces cuentan con jurisdicción, por lo que no se afectan los derechos de 




  La taxatividad es una manifestación del principio de legalidad, propio del Estado Social 
de Derecho, en razón a que toda actuación procesal debe justificarse en leyes expresamente 
formuladas y se deben indicar con precisión cuáles son los casos en los que el operador judicial 
puede considerar que se encuentra frente a una posible nulidad del procedimiento; en razón a 
que se está aplicando el precepto pas de nullité sans texte, que significa que no hay defecto 
capaz de estructurar nulidad sin ley que expresamente establezca. 
 
 La Corte Suprema de Justicia como el Consejo de Estado han considerado que el 
principio de la taxatividad es intrínseco a las nulidades procesales consagradas en la norma 
procesal general al considerar que no se puede consigurar una nulidad extra legem porque no 
implicaría una afectación al debido proceso.  
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 Desde la promulgación de la Constitución Política de 1991, el debido proceso se ha 
instituido como un derecho fundamental del que gozan todas las personas, y en este sentido 
todas las actuaciones judiciales y administrativas, deben regirse por un procedimiento 
establecido, pues se entiende como un derecho fundamental de carácter instrumental reconocido 
de primera generación denominado como individuales, civiles y políticos, al punto que la Corte 
Constitucional ha considerado el debido proceso como un desarrollo del principio de legalidad 
siendo un límite al ejercicio del poder público, tal y como lo ha desarrollado en Sentencia C- 
341 de 2014 y la Corte Suprema de Justicia ha estado en concordancia con la Corte 
Constitucional expresándolo en el Auto Interlocutorio con radicado AP2399-2017 del 18 de 
abril de 2017.   
 
 Así mismo, concluyen ambas Cortes que el debido proceso y las nulidades procesales 
tienen como finalidad ejercer un control para validar las actuaciones procesales dentro de un 
trámite judicial e incluso que el principio de taxatividad es intrínseco del debido proceso en aras 
de evitar dilaciones por supuestas nulidades extra legem, pues reitera la Corte Suprema de 
Justicia que las nulidades procesales deben comprender los siguientes principios: taxatividad, 
acreditación, protección, convalidación,  Instrumentalidad, trascendencia y residualidad.  
 
 Ahora bien, con la nueva legislación procesal introducida en el año 2012, algunos 
supuestos procesales de la anterior legislación se mantuvieron como nulidades, y las 
consecuencias de ciertas nulidades variaron, pues la nulidad de falta de jurisdicción y de 
competencia por el factor funcional y subjetivo, varió en el sentido que lo actuado conserva su 
validez y solamente se considera que será nula la actuación posterior al decreto de la nulidad, lo 
cual propende por la prevalencia del derecho sustancial sobre el material, tal y como lo ha 
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manifestado la Corte Constitucional, al considerar que éstas “…medidas no vulneran el derecho 
al juez natural sino que hacen efectivo el acceso a la justicia y a la tutela judicial efectiva, dando 
prevalencia al derecho sustancial sobre el procesal y concretizando los principios de celeridad 
y economía…” (Sentencia C-537, 2016) 
 
 Lo anterior tiene relevancia especial en el sentido de que las nulidades procesales 
establecidas en el artículo 133 del CGP se constituyen en un control de legalidad que garantiza 
en un proceso judicial una debida administración de la justicia, pues permite también que 
cualquier otra irregularidad procesal evidenciada se puede alegar a través de los mecanismos 
que ha establecido el Código referenciado.  
 
 Vale concluir y apropiarse de las consideraciones de la Corte Constitucional al 
considerar que la taxatividad del artículo 133 del CGP, no se opone a la norma del artículo 29 
de la Constitución, porque el legislador señaló las formas o actos procesales que deben ser 
cumplidos para asegurar la vigencia y respeto del proceso, lo cual va ceñido al principio de la 
proporcionalidad normativa, pues las causales de nulidad en los procesos, son una excepción a 
la regla, así lo manifestó en sentencia C- 491 de 1995 y en Sentencia C- 537 de 2016. 
 
 En el mismo sentido la doctrina ha considerado que el carácter taxativo e las causales de 
nulidad en la búsqueda de seguridad jurídica, al excluir el subjetivismo del juez y permitir que 
este instrumento sea utilizado como medio de dilación del proceso; lo cual no es otra cosa que 
el respecto a las reglas propias de cada juicio, en aplicabilidad del principio de la sustancialidad 
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